
QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 121 BIS Y 121 TER A LA LEY GENERAL DEL SISTEMA 

NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, A CARGO DEL DIPUTADO AGUSTÍN CASTILLA 

MARROQUÍN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN  

El suscrito Agustín Castilla Marroquín, diputado de la LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario de 

Acción Nacional, con fundamento en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esta honorable Cámara de Diputados, la presente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se adicionan los artículos 121 Bis y 121 Ter a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En el informe del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) intitulado Frena la Explotación Sexual, de 

2009, señala que más de 220 millones de niños al año son abusados sexualmente en todo el mundo. 

No obstante lo anterior, lo cierto es que no existen estadísticas oficiales sobre el alcance del abuso sexual de 

menores en el mundo, pero es conocido que el número de casos denunciados dista mucho del número de casos 

reales. Los datos disponibles muestran que la mayoría de los abusos sexuales en contra de menores se cometen en 

el ámbito familiar, por parte de personas cercanas al niño, o pertenecientes a su entorno social. 

Al estar inmerso nuestro país en este gran fenómeno que atenta contra la dignidad de los menores, la Organización 

de las Naciones Unidas (ONU), estima que más de 16 mil niñas y niños son víctimas de abuso sexual anualmente. 

Asimismo, considera que para combatir este problema, no es suficiente el endurecimiento de penas en contra de 

quienes incurren en este tipo de delitos, lo que se debe lograr es que haya mecanismos en donde se puedan detectar 

tempranamente posibles violaciones a partir de sistemas de prevención. 

Ahora bien, en lo que corresponde a delitos sexuales cometidos en contra de menores en México, mediante 

solicitud de información de transparencia a 16 entes de procuración de justicia (Aguascalientes, Campeche, 

Coahuila, Distrito Federal, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Nuevo León, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, 

Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz y Zacatecas) reportan que desde el año 2005 a 2010, se han presentado 

32,485 denuncias por agresiones sexuales contra menores. De igual forma, Aguascalientes Campeche, Hidalgo, 

Morelos, Sinaloa, Sonora, Tabasco y Tamaulipas, señalan en el mismo período, se consignaron a 7,139 personas 

por estos delitos. 

En lo que corresponde a personas sentenciadas por cometer delitos sexuales en contra de menores de edad, en 11 

entidades federativas (Campeche, Coahuila, Chihuahua, Distrito Federal, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Oaxaca, 

Quintana Roo, Sinaloa y Sonora) respondieron que se dictaron 3,868 sentencias. 

Asimismo, según datos reportados por la Secretaría de Seguridad Pública federal, sobre denuncias presentadas ante 

agencias del Ministerio Público de todas las entidades federativas, en los periodos correspondientes de 1997 al 

2010, se han registrado 331,628 denuncias por delitos de carácter sexual en general. 

En este contexto, si hacemos un comparativo en los mismos períodos con otros delitos de mayor impacto, como 

son el robo, el homicidio, los delitos patrimoniales o el de privación de la libertad, el de mayor crecimiento es el 

referido a los de índole sexual, ya que en 1997 se registraron 17,479 denuncias, mientras que en 2010 se 

presentaron 31,596 lo que evidencia que los delitos sexuales se elevaron en 80 por ciento. 

Como podemos ver los delitos sexuales representan una problemática de escala nacional y que se va incrementando 

anualmente. Por ello, la presente iniciativa tiene como objetivo principal, crear un Registro Público Nacional de 

Delincuentes Sexuales por delitos cometidos en contra de menores de edad, el cual se establecerá de manera 

específica en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública dentro del apartado del Sistema Único de 

Información Criminal, en el que se destaca la necesidad de informar a la ciudadanía sobre los delincuentes que 



fueron sentenciados por la comisión de algún delito de índole sexual en contra de menores de edad. Dicha 

información estará disponible de manera obligatoria en los portales electrónicos de los entes de procuración de 

justicia y seguridad pública de los tres órdenes de gobierno. 

Además, es importante destacar que la creación de este registro no surge con un propósito punitivo, sino como una 

medida administrativa a fin de garantizar la seguridad, prevención, protección y bienestar general de uno de los 

sectores más vulnerables, que en este caso lo representa la infancia, así como evitar la posible reincidencia de un 

delincuente sexual. 

De igual manera, se atiende la exigencia social en relación a la obligación del estado de proveer lo necesario para 

garantizar la tranquilidad de la ciudadanía y la prevención del delito, así como privilegiar el interés superior de la 

niñez. 

La gravedad del daño y repercusiones negativas que los delitos sexuales causan a la víctima, plantea la necesidad 

de establecer medidas preventivas con el objetivo de minimizar el temor de la ciudadanía, los riesgos de 

reincidencia y perfeccionar los resguardos y mecanismos de protección de la población, independientemente de la 

forma o gravedad en que se sancionen estas conductas. 

Este tipo de instrumentos jurídico-preventivos como el registro que plantea la presente iniciativa, ya se emplea en 

otros países con diferentes matices. En Estados Unidos de América existe la denominada Ley Megan que 

proporciona al público acceso a información detallada por medio de internet sobre los delincuentes sexuales y 

notifica a la comunidad sobre la ubicación de los mismos.  

De igual forma, la legislación americana también contempla el denominado Adam Walsh (Ley de protección y 

seguridad de niños), en el que se instituye una base de datos nacional de pederastas condenados, se establecen 

sanciones para los delitos sexuales violentos en contra de menores, e instaura un sistema de clasificación de los 

delincuentes sexuales en función de su riesgo para la comunidad, en donde, según su nivel de peligrosidad se les 

obliga a informar y registrar ante la autoridad en un determinado tiempo sobre las actividades que realizan y 

notificar su cambio de domicilio. Asimismo, la falta de actualización de la información del registro, se considera 

un delito grave. También crea un registro nacional de ofensores sexuales y obliga a cada estado y territorio que 

apliquen los mismos criterios para publicar datos de delincuentes en Internet. En algunos estados de la unión 

americana se contempla la castración química contra los agresores sexuales. 

En otros países de Europa, como son Francia, Inglaterra, Austria, Bélgica, Polonia, Alemania, Suecia, Dinamarca y 

República Checa, además de contar con un registro de delincuentes sexuales y de determinadas obligaciones que 

deberá cumplir el sentenciado, contemplan en su legislación penas como la castración química junto con terapias 

psiquiátricas para reducir la reincidencia de los violadores, en algunos otros se establece la cadena perpetua. 

Actualmente en otros países del orbe como España y Chile se está discutiendo la viabilidad de establecer registros 

de delincuentes sexuales. 

Ahora bien, lejos de adoptar medidas semejantes, la presente iniciativa solamente pretende crear un instrumento de 

información pública con características preventivas, más no punitivas, de los sujetos sentenciados por la comisión 

de este tipo de delitos en contra de menores de 18 años por ser un sector particularmente vulnerable de la 

población, en donde se informe de conformidad a lo establecido por el artículo 118 de la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, en donde se establecerá una base nacional de datos sobre el número de personas 

indiciadas, procesadas o sentenciadas, donde se incluya su perfil criminológico, medios de identificación, recursos 

y modos de operación, con el único fin de adoptar medidas para garantizar la seguridad, protección y bienestar de 

los menores de edad. 

Otro aspecto fundamental que se debe tomar en consideración para la creación del registro, es el interés superior de 

la niñez, que en términos generales es precisamente la atención que el estado debe proporcionar a la infancia para 

efecto de garantizar su desarrollo tanto físico como emocional, que le permita alcanzar la edad adulta y una vida 

sana. Esta obligación está establecida en el artículo cuarto constitucional que en su parte relativa establece: 



“El estado proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus 

derechos”. 

En este sentido, es preciso concluir que el estado es garante de los derechos de la infancia, por lo tanto, el supremo 

poder de la federación, en sus respectivas esferas de competencia, debe garantizar el interés superior de la niñez, es 

decir, el ejercicio de los derechos fundamentales de los menores está por encima de cualquier otro interés, 

incluyendo el de sus padres. 

En este orden de ideas, el Estado mexicano ha ratificado diversos tratados internacionales sobre la protección y los 

derechos de las niñas, niños y adolescentes que al amparo de la pacta sunt servanda deben ser puntualmente 

cumplidos. 

Bajo esta tesitura, se hizo menester amparar tanto en instrumentos jurídicos internacionales, como en las leyes 

internas de los estados el interés superior de la niñez, a fin de obligar tanto a los particulares como a toda clase de 

autoridades a respetar y velar por el bienestar de los menores más allá del sistema jurídico positivo imperante en la 

nación. 

De acuerdo con la Convención sobre los Derechos del Niño “todas las acciones relacionadas con la infancia 

deberán tener como consideración prioritaria el interés superior del niño, y sus derechos deben garantizarse sin 

discriminación de ningún tipo”. 

Asimismo, la Declaración de Estocolmo contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, del año 1996, señala 

en su programa de acción: que la coordinación y cooperación de los estados se necesita de un desarrollo urgente de 

mecanismos de implementación y supervisión o puntos focales a nivel local y nacional, en cooperación con la 

sociedad civil, de modo que hacia el año 2000 pueda disponerse de bases de datos sobre los niños vulnerables a 

la explotación sexual comercial, y sobre sus explotadores , realizando investigaciones significativas y 

concediendo una especial atención a la obtención de datos desagregados por edad, género, etnia, status indígena, 

circunstancias que influyen en la explotación sexual comercial, y respeto a la confidencialidad de las víctimas 

infantiles especialmente en lo relativo a la exposición pública. 

En este sentido se ha aseverado que el interés superior de la niñez implica la necesidad de establecer que el niño 

requiere cuidados especiales, siendo así que el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

señala que el niño debe recibir medidas especiales de protección, por lo que la necesidad de adoptar esas medidas o 

cuidados proviene de la situación específica en la que se encuentran los niños, tomando en cuenta su debilidad, 

inmadurez o inexperiencia. 

No debemos olvidar que los instrumentos internacionales ratificados por el Estado mexicano, son de aplicación 

obligatoria en nuestro territorio, incluso así lo dispone el artículo 133 constitucional al establecer “que la 

Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con 

la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la ley 

suprema de toda la Unión. Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de 

las disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los estados”. 

Asimismo, la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en su artículo tercero 

establece “que la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, tiene como objetivo asegurarles un 

desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportunidad de formarse física, mental, emocional, social y 

moralmente en condiciones de igualdad”. Asimismo en el mismo numeral señala que “son principios rectores de la 

protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes: El del interés superior de la infancia”. 

El artículo quinto de la misma ley señala que “la federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, 

procurarán implementar los mecanismos necesarios para impulsar una cultura de protección de los derechos de la 

infancia, basada en el contenido de la Convención sobre los Derechos del Niño y tratados que sobre el tema 

apruebe el Senado de la República”. 



En este sentido, el Poder Judicial de la Federación también se ha pronunciado con respecto al interés superior de la 

niñez, mediante la siguiente tesis jurisprudencial: 

Registro número 172003 

Localización: Novena Época. Instancia: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

XXVI, Julio de 2007 Página: 265. Tesis: 1a. CXLI/2007. Tesis Aislada. Materia: Civil. 

Interés Superior del Niño  

Su concepto 

En términos de los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño (ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 25 de enero de 1991); y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, los tribunales deben atender primordialmente al interés superior del niño, en todas las medidas 

que tomen concernientes a éstos, concepto interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (cuya 

competencia aceptó el Estado mexicano el 16 de diciembre de 1998 al ratificar la Convención Interamericana de 

Derechos Humanos) de la siguiente manera: “la expresión „interés superior del niño‟ ... implica que el desarrollo 

de éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de 

normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño”. 

Amparo directo en revisión 908/2006. 18 de abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús 

Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes. 

Como podemos observar, el Poder Judicial de la Federación aclara oportunamente que el artículo 4o. 

constitucional, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes dan vida al interés superior de la niñez en la legislación mexicana.  

En este sentido, tanto la jurisprudencia como la misma Carta Magna obligan al legislador a considerar tal 

principio como criterio rector en la elaboración de toda norma. 

De igual forma, mediante otra tesis aislada el Poder Judicial de la Federación corrobora el cuidado especial que 

se debe otorgar a los menores de edad en atención al interés superior del niño: 

Registro número 179166. Localización: Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXI, febrero de 2005. Página: 1798. Tesis: II.3o.C.13 K. Tesis 

Aislada. Materia: Común 

Suspensión. No procede contra la resolución que determina la guarda y custodia de los menores, salvo que 

concurran condiciones especiales y que de no concederse se perjudique el interés superior del niño.  

Conforme a lo dispuesto por el artículo 124, fracción III, de la Ley de Amparo se deduce que la teleología de la 

suspensión descansa en impedir que con el acto reclamado se causen o puedan causar perjuicios de difícil 

reparación, y para concederla el juez de amparo puede calificar y estimar la existencia del orden público con 

relación a una ley. Así, el artículo 4o. de la Carta Magna consagra el interés superior del niño, el cual también está 

previsto en la Convención de los Derechos del Niño, en la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes, así como en algunas legislaciones que rigen los derechos de los menores en los estados de la 

federación, este principio es concebido como la institución a través de la cual se procura el desarrollo pleno e 

integral del infante proporcionándole los cuidados y asistencia necesarios para lograrlo. De tal manera que para 

decretar la medida suspensional debe atenderse al principio aludido y a las leyes que lo regulan, pues ambos 

aspectos atañen al interés social y al orden público y, por tanto, la resolución que determina sobre la guarda y 

custodia de los menores podría ser o no susceptible de suspenderse, dado que tal situación se presume generada al 



amparo de ese principio rector en cuya observancia está interesada la sociedad; de ahí que para resolver sobre la 

medida que nos ocupa, el juzgador de amparo deberá atender a las condiciones específicas de cada caso en 

particular vigilando, sobre todo, que se respete el principio de interés superior del niño, en concordancia con los 

requisitos que para la suspensión establece la Ley de Amparo. 

Tercer Tribunal Colegiado en materia civil del segundo circuito. 

Incidente de suspensión (revisión) 18/2003. 28 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Felipe Alfredo 

Fuentes Barrera. Secretario: José Fernando García Quiroz. 

Como podemos observar, el interés superior del niño es concebido como la institución a través de la cual se 

procura el desarrollo pleno e integral del infante proporcionándole los cuidados y asistencia necesarios para 

lograrlo. 

En este orden de ideas, resulta claro que los menores de edad gozan de una supraprotección o protección 

complementaria de sus derechos, por lo que el principio del interés superior del niño permite resolver conflictos de 

derechos recurriendo a la ponderación de los derechos en conflicto, siendo así que de una correcta interpretación 

del principio, podemos concluir que en todas las decisiones los derechos de los niños deben primar por sobre otros 

intereses de terceros, como en el presente caso ocurre, es decir, la protección de los menores prevalece como un 

derecho fundamental por encima del supuesto derecho a la intimidad que pudiesen llegar a tener los pederastas. 

En efecto, la presente iniciativa busca proteger a los menores de edad y prevenir que sean víctimas de delitos 

sexuales en su contra, con lo cual, los pederastas serán plenamente identificados por la sociedad, a fin de que las 

instituciones, los padres, tutores y encargados del cuidado de los menores puedan tener mayores elementos para 

prevenir que sean víctimas. 

El reconocimiento jurídico del interés superior de la niñez está relacionado con orientar las actuaciones de las 

autoridades públicas y las políticas públicas en relación a la infancia, en cuanto actúan como principio que permite 

resolver conflictos de derechos en los que se vean involucrados, en el marco de una política pública que reconozca 

como objetivo socialmente valioso los derechos de la niñez y promueva su protección efectiva, a través del 

conjunto de mecanismos que conforman las políticas jurídicas y sociales como las que a través de la presente 

iniciativa se pretende establecer. 

En este sentido, cuando la Convención sobre los Derechos del Niño señala que el interés superior del niño será una 

consideración primordial para la toma de decisiones que le afecten, sugiere que el interés del niño, es decir, sus 

derechos, no son asimilables al interés colectivo; por el contrario, reconoce que los derechos de los niños pueden 

entrar en conflicto con el interés social o de una comunidad determinada, y que los derechos de ellos deben 

ponderarse de un modo prioritario, siendo así que el derecho a que un menor de edad deba ser protegido de abusos 

o explotación sexual, se debe ponderar sobre el derecho de un pederasta a que no se publique su nombre en el 

registro que la presente iniciativa busca implementar. 

Miguel Cillero en su obra El Interés Superior del Niño en el marco de la Convención Internacional sobre los 

Derechos del Niño” 
1
 señala que la formulación del principio del interés superior del niño en el artículo tercero de 

la convención, permite desprender las siguientes características: es una garantía, ya que toda decisión que 

concierna al niño, debe considerar primordialmente sus derechos; es de una gran amplitud ya que no sólo obliga al 

legislador sino también a todas las autoridades e instituciones públicas y privadas y a los padres; también es una 

norma de interpretación y/o de resolución de conflictos jurídicos; finalmente es una orientación o directriz política 

para la formulación de políticas públicas para la infancia, permitiendo orientar las actuaciones públicas hacia el 

desarrollo armónico de los derechos de todas las personas, niños y adultos, contribuyendo, sin dudas, al 

perfeccionamiento de la vida democrática. 



Es así como la presente iniciativa pretende proteger a los menores de edad de actos ilícitos que atenten contra su 

derecho a un normal desarrollo psicosexual. El interés superior del niño se encuentra por encima del derecho de un 

pederasta que alegue intromisión a su privacidad por el hecho de publicar su nombre en el registro que se propone. 

Actualmente, el sistema jurídico mexicano contempla constitucionalmente que los derechos y prerrogativas de los 

ciudadanos mexicanos se suspenden cuando se está sujeto a un proceso criminal, por delito que merezca pena 

corporal, suspensión que entra en vigor desde la fecha del auto de formal prisión y termina con la extinción de la 

pena corporal, es decir, una vez purgada la pena, se le habilitan sus derechos. 

Sin embargo, esto no exime de que cuando se hayan decretado las sentencias, éstas tendrán el carácter de público, 

tal como lo estipula la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, al 

especificar claramente que el Poder Judicial de la Federación deberá hacer públicas las sentencias que hayan 

causado estado o ejecutoria.  

Asimismo, el pleno del Consejo de la Judicatura Federal, publicó el acuerdo general 68/2004, a través del cual se 

implementa la publicación en internet de las sentencias, ejecutorias y resoluciones públicas relevantes, generadas 

por los tribunales de circuito y juzgados de distrito, a fin de incentivar el interés de la población en el conocimiento 

de las resoluciones jurisdiccionales, para fomentar una cultura de transparencia y acceso a la información, en este 

orden es necesario especificar lo siguiente:  

Artículo 6. Las sentencias ejecutorias o resoluciones públicas que podrán ser enviadas a la Secretaría Ejecutiva 

de Vigilancia, Información y Evaluación, y por ende, susceptibles de ser publicadas en Internet, deberán situarse 

en cualesquiera de los supuestos siguientes: 

I. Aquellas que incluyan criterios de interpretación novedosos, es decir, que su contenido no sea obvio o 

reiterativo;  

II. Aquellas que por sus características especiales resulten de interés, entendido éste como aquél en el cual la 

sociedad o los actos de gobierno, resulten afectados de una manera determinante con motivo de la decisión 

emitida;  

III. Aquellas que sean de trascendencia en virtud del alcance significativo que puedan producir sus 

efectos, en la sociedad en general o en los actos de gobierno ;  

IV. Aquellas que por la relevancia económica, social o jurídica del asunto, resulten de interés nacional;  

V. Aquellas que revistan un interés por las partes que en ella intervienen; o  

VI. Aquellas que traten un negocio excepcional, es decir, que sean distintas a la generalidad de los asuntos o 

cuando los argumentos planteados no tengan similitud con la mayoría de aquéllos.  

Artículo 7. Los tribunales de circuito y juzgados de distrito, discrecionalmente enviarán a través de medio 

electrónico y en forma mensual, las sentencias ejecutorias o resoluciones públicas que consideren se encuentran 

en alguno de los supuestos que establece el artículo 6 del presente acuerdo. 

Es decir, que conforme a la propuesta que se presenta y derivado del acuerdo descrito con anterioridad es posible 

que los entes públicos federales, estatales y del Distrito Federal en lo que corresponde a seguridad pública y 

procuración de justicia en coordinación con los órganos jurisdiccionales, pueden publicar información por medios 

electrónicos por el simple hecho de ser de un acto de trascendencia, en virtud del alcance significativo que puedan 

producir sus efectos, en la sociedad en general o en los actos de gobierno o por aquellas que por la relevancia 

económica, social o jurídica del asunto, resulten de interés nacional. 



En este sentido, las sentencias que impliquen delitos sexuales en contra de menores de edad, resultan de 

trascendencia para la sociedad en general, en virtud de que la infancia es uno de los grupos vulnerables que por 

antonomasia deben ser protegidos. Aunado a ello, es menester reiterar la importancia de que el interés superior de 

la niñez, se encuentra por encima del pretendido derecho de un pederasta a que sus datos personales se reserven, es 

decir, es de mayor importancia para la sociedad y para la protección de los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes que sea público el registro que se propone. 

Por otro lado, resulta pertinente señalar que uno de los objetivos principales del Acuerdo Nacional por la 

Seguridad, la Justicia y la Legalidad, consiste en establecer una estrategia nacional en materia de seguridad 

pública, que contemple políticas integrales en materia de prevención del delito, procuración e impartición de 

justicia, readaptación social, participación ciudadana, inteligencia y análisis legislativo, control de confianza y de 

comunicación. 

Asimismo, la premisa mayor a considerar en dicho acuerdo, consiste en lo siguiente: 

2. La coordinación, cooperación e intercambio de información entre los tres Poderes de la Unión y los tres órdenes 

de gobierno, es condición indispensable para garantizar la seguridad pública. 

En este contexto, en el numeral segundo, fracción XVII del acuerdo en comento, se establece la importancia de 

“consolidar el Sistema Único de Información Criminal a fin de garantizar la interconexión e intercambio de 

información entre instancias y órdenes de gobierno para combatir el delito. La Secretaría de Seguridad Pública y la 

Procuraduría General de la República, en coordinación con las entidades federativas se comprometen a homologar 

los sistemas y procedimientos para el acceso, carga y análisis de datos en el Sistema Único de Información 

Criminal de Plataforma México.” 

En la fracción XVIII se especifica la necesidad de “implementar un módulo de información sustantiva en el 

Sistema Único de Información Criminal de Plataforma México para el registro, seguimiento y combate al delito del 

secuestro. La Secretaría de Seguridad Pública así como la Procuraduría General de la República, se comprometen a 

poner en operación un módulo de información específica relacionada con el delito del secuestro”. 

Tomando en consideración estos objetivos y como se expuso con antelación, los intereses de los menores de edad 

están en un nivel superior al de los particulares y el estado deberá proporcionar los mecanismos para su desarrollo 

pleno en todos sus aspectos. Por ende, si el mismo sistema jurídico vela por los intereses de aquellas víctimas del 

secuestro, de la misma forma, deberá velar los intereses de nuestros menores víctimas de delitos sexuales.  

Retomando el mismo acuerdo, su fracción XLV, señala la importancia de “sistematizar la información judicial para 

una mejor coordinación entre autoridades. El Consejo de la Judicatura Federal junto con la Asociación Mexicana 

de Impartidores de Justicia (AMIJ), y las autoridades estatales y federales coordinará la suscripción de convenios 

para la conformación de un Sistema Nacional de Estadística Judicial que permita recopilar, ordenar y compartir 

información con las autoridades y la sociedad, en relación con los procesos judiciales estatales y federales, que 

contenga datos sobre las etapas de los juicios y su duración; los delitos y sentencias, entre otros asuntos. Dicha 

información también contribuirá a la transparencia y la rendición de cuentas de la actividad de los jueces.” 

Como podemos observar, el Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la Legalidad dio origen a la creación 

de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 

de enero de 2009. 

Esta nueva legislación federal recoge los grandes postulados del acuerdo de referencia, creando así el Sistema 

Único de Información Criminal que contiene la información generada por las instituciones de procuración de 

justicia y de seguridad pública, a fin de salvaguardar la integridad y derechos de las personas, incluyendo por 

supuesto a los menores de edad, previniendo la comisión de delitos, como en el caso que nos ocupa lo son los 

delitos de índole sexual en contra de menores de edad: 



Artículo 117. La federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios serán responsables de integrar y 

actualizar el sistema único de información criminal, con la información que generen las instituciones de 

procuración de justicia e instituciones policiales, que coadyuve a salvaguardar la integridad y derechos de las 

personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, mediante la prevención, persecución y 

sanción de las infracciones y delitos, así como la reinserción social del delincuente y del adolescente. 

Este sistema se integra por una base nacional de datos sobre personas sentenciadas, en donde se incluye su perfil 

criminológico y medios de identificación. Esta base de datos se actualizará permanentemente y se conformará con 

información relativa a sentencias o ejecución de penas: 

Artículo 118. Dentro del sistema único de información criminal se integrará una base nacional de datos de 

consulta obligatoria en las actividades de seguridad pública, sobre personas indiciadas, procesadas o 

sentenciadas, donde se incluyan su perfil criminológico, medios de identificación, recursos y modos de 

operación. 

Esta base nacional de datos se actualizará permanentemente y se conformará con la información que aporten las 

instituciones de seguridad pública, relativa a las investigaciones, procedimientos penales, órdenes de detención y 

aprehensión, procesos penales, sentencias o ejecución de penas. 

Aunado a lo anterior, dentro de este Sistema Único de Información Criminal, se encuentra un Sistema Nacional de 

Información Penitenciaria, que es una base de datos de la población penitenciaria del país en donde se tiene 

registro de cada interno, incluso con fotografía de cada uno: 

Artículo 120. El Sistema Nacional de Información Penitenciaria es la base de datos que, dentro del sistema 

único de información criminal, contiene, administra y controla los registros de la población penitenciaria de la 

federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios en sus respectivos ámbitos de competencia. 

Artículo 121. La base de datos deberá contar, al menos, con el reporte de la ficha de identificación personal de 

cada interno con fotografía, debiendo agregarse los estudios técnicos interdisciplinarios, datos de los procesos 

penales y demás información necesaria para la integración de dicho sistema. 

Como podemos observar claramente, el Sistema Único de Información Criminal contiene un registro de todos los 

sentenciados que en el país existen, es decir, cada delincuente que ha sido sentenciado e incluso cada delincuente 

que se encuentra internado en una penitenciaría está plenamente identificado en este sistema. 

En este sentido, utilizando este Sistema Único de Información Criminal, resulta sencillo identificar a la población 

penitenciaria y a las personas que han sido sentenciadas por un delito de índole sexual en contra de un menor de 

edad. Es decir, los pederastas pueden ser plenamente identificados y ubicados con base en este sistema. 

Sin embargo, el registro y datos de cada delincuente sexual actualmente se encuentran sólo en posesión de las 

autoridades. Por ello, a fin de cumplir con el objeto fundamental del sistema de referencia, es decir, con el objeto 

de salvaguardar la integridad y derechos de las personas menores de edad, y a fin de prevenir la comisión de delitos 

de índole sexual en contra de niñas, niños y adolescentes, la presente iniciativa busca que se haga pública la 

información referente a los sentenciados por este tipo de delitos a través de la creación de un Registro Público 

Nacional de Delincuentes Sexuales. 

En efecto, utilizando la información que ya se encuentra en posesión del Sistema Único de Información Criminal 

sólo se tomará la referente a los pederastas que ya han sido sentenciados, siendo así que del cúmulo de información 

general que detenta el sistema, solamente se hará pública la información en específico, referente a los sentenciados 

por delitos sexuales cometidos en contra de menores de edad. 



Este Registro Público Nacional de Delincuentes Sexuales será la base de datos que, dentro del sistema único de 

información criminal, contenga, administre y controle los registros de los sentenciados por algún delito de índole 

sexual en contra de menores de edad cometidos en el país. 

La propuesta busca que esta base de datos sea pública y que su información se encuentre en los portales 

electrónicos oficiales de las instituciones de seguridad pública y de procuración de justicia del país a fin de que los 

padres, tutores o cualquier persona a cargo de un menor de edad, pueda prevenir la comisión de un delito sexual en 

su contra. 

Es necesario que la información publicada en los portales electrónicos sea orientadora para identificar claramente a 

los delincuentes sexuales, pero en ningún caso podrá ser pública la información de los datos personales referentes a 

las niñas, niños o adolescentes que sean víctimas u ofendidos. 

Asimismo, esta iniciativa recoge los postulados de la reciente reforma en contra de la pederastia que el Congreso 

de la Unión aprobó por unanimidad, y que el Ejecutivo federal publicó en el Diario Oficial el de la Federación el 

19 de agosto de 2010, en el que se contemplan diversos mecanismos de protección a los menores, así como 

obligaciones del estado y los particulares para garantizar y reforzar la protección de niñas, niños y adolescentes, a 

fin de que no sean víctimas del abuso sexual infantil. 

Destacan entre las principales aportaciones de la reforma lo siguiente: se establece el delito de pederastia como 

delito grave; se incorporan medidas de protección a favor de las víctimas u ofendidos; el término de la prescripción 

de los delitos que atentan contra el libre desarrollo de la personalidad, correrá a partir de que la víctima cumpla la 

mayoría de edad; se procurará el interés superior de la infancia para la aplicación de la ley; se incluye a los dueños, 

directivos y personal administrativo de escuelas e instituciones similares, como responsables de evitar cualquier 

abuso o explotación en contra de menores; se establece como infracción por parte de las asociaciones religiosas la 

comisión de delitos en contra de menores por parte de ministros de culto, y se establece como obligación de la 

Dirección General de Profesiones llevar un registro de las personas que hayan sido sancionadas por delitos en 

perjuicio de niñas, niños o adolescentes. 

Así, la presente iniciativa fortalece aun más la reforma de referencia, con lo que se avanza en gran medida en este 

tema, reforzando la protección de los menores de edad al incluir ahora medidas preventivas a través del multicitado 

registro.  

En este sentido, es viable que las autoridades establezcan en particular y de manera específica y sistemática un 

Registro Público Nacional de Delincuentes Sexuales ya que tendrá como finalidad construir los cimientos para la 

protección y salvaguarda de que las niñas, niños y adolescentes se desarrollen plenamente, previniendo con este 

sistema la comisión de delitos de índole sexual que pudieran poner en riesgo su integridad física o mental. 

Con el registro en comento se pretende prevenir el alto grado de reincidencia de estos agresores, especialmente de 

aquellos que abusan sexualmente de menores, asimismo bajar el nivel de riesgo, ya que por medio de este registro 

se mantendrán informadas las autoridades y la ciudadanía para poder identificar plenamente a dichos delincuentes. 

En este orden de ideas, a fin de una prevención más efectiva del delito, la presente iniciativa crea un Registro 

Público Nacional de Delincuentes Sexuales dependiente del Sistema Único de Información Criminal, el cual tiene 

como objeto principal registrar, sistematizar y publicar por medio de internet en los portales de todos los entes de 

seguridad pública y procuración de justicia de la federación, el Distrito Federal, las entidades federativas y 

municipios, a efecto de identificar a los individuos sentenciados por cometer algún delito de índole sexual en 

contra de menores de edad, el cual contendrá lo señalado por el artículo 118 de la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, esto es, sobre personas indiciadas, procesadas o sentenciadas donde se incluya su 

perfil criminológico, medios de identificación, recursos y modos de operación. 

De lo anterior, podemos advertir que lo que hoy solemos llamar interés superior de la niñez es en sí mismo un 

principio rector, que se traduce en un conjunto de acciones y procesos tendientes a garantizar un desarrollo integral 



y una vida digna, así como condiciones materiales y afectivas que permitan a los niños vivir plenamente y alcanzar 

el máximo de bienestar posible. 

Por lo anteriormente expuesto en aras de otorgar una mayor protección a los menores de edad y a fin de prevenir la 

comisión de delitos sexuales en su contra y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6 numeral 1, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la consideración del pleno de la honorable Cámara de Diputados 

el siguiente proyecto de  

Decreto  

Por el que se adicionan los artículos 121 Bis y 121 Ter a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública. 

Artículo Único. Se adicionan los artículos 121 Bis y 121 Ter a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública, para quedar como sigue: 

Sección Segunda 

Del Sistema Único de Información Criminal 

117 al 121. .... 

Artículo 121 Bis. El Registro Público Nacional de Delincuentes Sexuales es la base de datos que, dentro del 

sistema único de información criminal, contiene, administra y controla los registros de los sentenciados por algún 

delito de índole sexual en contra de menores de edad que sea cometido en el ámbito de la federación, el Distrito 

Federal o las entidades federativas y municipios. 

La base de datos será pública y su información se encontrará en los portales electrónicos oficiales de las 

instituciones de seguridad pública y de procuración de justicia, federales, del Distrito Federal o entidades 

federativas y municipios. 

Conforme a lo estipulado en el artículo 109 de esta ley, el Poder Judicial de la Federación y los tribunales 

superiores de justicia, en sus respectivos ámbitos de competencia, establecerán mediante convenios de 

colaboración que generen con el sistema, información sobre las sentencias o resoluciones definitivas de los delitos 

de índole sexual cometidos contra los menores de edad. 

Artículo 121 Ter. La información publicada en los portales electrónicos de las instituciones de seguridad pública y 

procuración de justicia vinculada con delitos sexuales deberá contener los mismos datos señalados por el artículo 

118 de esta ley. 

En ningún caso podrán ser publicados los datos personales de las víctimas. 

Transitorio 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los noventa días siguientes a partir de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

Notas  

1. http://www.iin.oea.org/cursos_a_distancia/el_interes_superior.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15de febrero de 2011. Diputado Agustín Castilla Marroquín (rúbrica) 


